Diana Calderón,

Conferencia Judicial

Bogotá, 2 de septiembre de 2008

 Hemos realizado un seguimiento a 125 homicidios de periodistas ocurridos entre 1993 y 2007. Y estamos trabajando para ampliar esta investigación a más de 50 periodistas asesinados entre 1988 y 1992. 

Yo quiero concentrarme en esos 57 casos, en los que está confirmado que se trató de periodistas asesinados en razón de su ejercicio profesional. En algunos de esos 57 procesos hemos logrado avances como los mencionados por Enrique hace unos momentos en el marco de las versiones libres de paramilitares ante fiscales de la Unidad de Justicia y Paz y gracias compromiso de la Fiscalía General en el impulso de 12 investigaciones a través de la dedicación de un grupo de cuatro fiscales de la Unidad de Derechos Humanos. 

Pero en la gran mayoría de los otros casos, todo está por hacer. Lo que quiero compartirles tiene un propósito claro y no es otro que invitarlos a comprometerse en respuestas y acciones frente a preguntas como por qué no avanzan las investigaciones por crímenes contra periodistas en Colombia?, Por qué no es posible juzgar a los autores intelectuales? Dónde radica la debilidad investigativa para que los jueces penales de diversos distritos absuelvan con tanta frecuencia?, Se trata de debilidad investigativa solamente? Faltan recursos humanos y técnicos? Decisión política, hay negligencia, corrupción?

Preliminar en práctica de pruebas:                                             25

De 57 casos de periodistas asesinados por razones de oficio, en los últimos 14 años, 25 procesos judiciales se encuentran en etapa preliminar en práctica de pruebas. Un 43.8 por ciento de los procesos. 

Gerardo Bedoya, Periodista y columnista del periódico El País de Cali. Asesinado el 20 de marzo de 1997 en Cali. La investigación fue reasignada a  la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía General en julio de 1999. Ocho años después, la investigación continúa en fase preliminar en su práctica de prueba sin que haya una sola persona vinculada al proceso. Edgar José Astaiza, único inculpado y detenido como presunto autor material fue dejado en libertad. Inicialmente la Fiscalía tuvo dudas sobre los móviles de este crimen a pesar de estar tan claro que sus columnas criticó al gobierno de Ernesto Samper (1994-1998) por el financiamiento de su campaña presidencial con dineros del narcotráfico; y realizó denuncias sobre posibles vínculos de las Fuerzas Armadas y de la clase dirigente del Valle del Cauca con el narcotráfico
 Francisco Castro Menco. Periodista de radio Majagual. Representante de los campesinos y miembro de la Corporación Desarrollo Sostenible de la Mojana, (Corpomojana). Fue asesinado el 8 de noviembre de 1997, en jurisdicción del municipio de Majagual, (Sucre). Había sido amenazado por  las Autodefensas Unidas de Colombia para que dejara de defender a los campesinos de la región de las violaciones paramilitares. Lo mismo. Ni un detenido. Ni una prueba.

Jairo Elías Márquez Editor, redactor y propietario de la revista El Marqués, en Armenio, Quindío. El pasado 20 de noviembre, se cumplieron diez años del asesinato Jairo Elías Márquez. Una década ha pasado sin que los asesinos del director de la revista de opinión El Marques, hayan pagado un solo día en prisión. Durante los primeros cuatro años del proceso investigativo, se ordenó la captura de José Edgar García Gonzáles y Bernando Marulanda Osorio. Al primero se le puso en libertad en 1999 “por haberse desvirtuado las pruebas que sirvieron como fundamento para su vinculación”. Al segundo, se le cerró la investigación luego de encontrarlo muerto en 2001. 
A partir de 2004 y hasta diciembre de 2007, los fiscales que han tenido a cargo el proceso informan en forma reiterada que se siguen ordenando pruebas. Marquez cuestionó a la clase política del Quindío. Denunció irregularidades en los procesos electorales de Calarcá y al ex congresista Carlos Alberto Oviedo Alfaro, acusándolo de chantajear a funcionarios para obtener contratos en la burocracia departamental.  
Estos son solo 3 casos de 25 procesos que se encuentran en la misma etapa.  

Hace algún tiempo, estos procesos que no presentan avances eran los que más nos preocupaban. Pues cómo recuperar pruebas de hechos ocurridos con tanta anterioridad. Pero hoy, con las decisiones tomadas por la Fiscalía en el caso de Nelspón Carvajal Carvajal, vemos que sí es posible reactivar las investigaciones y encontrar y castigar a los responsables. 

Suspendidos y/o archivados:                                                      16

De esos 57 casos, 16 investigaciones tienen resolución inhibitoria, de suspensión y/o archivo. El 28.07  por ciento de los procesos judiciales donde se investiga la muerte de periodistas están archivados, suspendidos o tienen resolución inhibitoria, porque no se encontraron, según los fiscales, suficientes pruebas para continuar la investigación.

En todos estos procesos se pueden ver comunes denominadores: 

Gimbler Perdomo, director de Radio Panorama en el Huila. Lo asesinaron en Gigante en el Huila el 1 de diciembre de 2002. El caso lo asumió un fiscal seccional de Garzón. El 20 de octubre de 2003, 10 meses después se dictó resolución inhibitoria. Denunciaba la corrupción administrativa.

Álvaro Alonso Escobar. Propietario y director del semanario Región que circula en Fundación (Magdalena) y periodista del periódico El Informador de Santa Marta. Fue asesinado el 23 de diciembre de 2001, en Fundación, Magdalena. El 30 de septiembre de 2003 se profirió resolución inhibitoria pues no se logró relacionar a las personas con el homicidio.  Investigaba temas de corrupción administrativa. Poco antes de su muerte, denunció la adjudicación irregular para el cobro de impuestos a una empresa de Barranquilla. Denunció una demanda de Seguro Social y el excesivo salario que ganaba la alcaldesa local del momento. Hernando Rangel Moreno, el anterior director del semanario región había sido asesinado en abril de 1999 en El Banco (Magdalena).  Si se hubiera castigado a los responsables del homicidio de Rangel, quiz{a Alvaro Escobar estuviera vivo. Pero en marzo de 2000. un tribunal superior Tribunal Superior del Distrito Especial de Bogotá dispuso la libertad inmediata del presunto autor intelectual del homicidio de Rangel Moreno. 

Arquímedes Arias   Henao.

Propietario y director de las emisoras locales Armonía FM Estereo y Fresno FM Stereo. Era pionero de la radio comunitaria en el norte del departamento del Tolima. Asesinado el 4 de julio de 2001 en Fresno (Tolima). . El 25 de julio de 2002 el Fiscal profirió resolución inhibitoria, pues transcurrieron más de 180 días sin que exista mérito suficiente para vincular a presuntos autores del hec Mes y medio antes había iniciado las emisiones de Fresno Stereo con información contra la corrupción y a favor de la comunidad.
Mario Prada Diaz. Director del semanario Horizonte Sabanero. Fue asesinado el 12 de julio de 2002 Sabana de Torres (Santander). El 25 de junio de 2003, once meses después del asesinato se ordenó la suspensión de la investigación pues no se logró la identificación e individualización de los responsables.  

La historia se repite en todos los casos. Todos eran periodistas de provincia, regionales, todos denunciaron la corrupción de sus lugares de origen; en todos los casos los procesos investigativos quedaron en manos de un fiscal seccional. Y todos, fueron suspendidos o archivados al año de la ocurrencia de los hechos.

Le hemos solicitado a la Dirección Nacional de Fiscalías, informar sobre las razones de estas decisiones. No hemos tenido respuesta. Solo hemos logrado avances cuando uno de estos casos archivados es traido a la Unidad de Derechos Humanos en Bogotá para su reactivación.

Otro tema es el de las sentencias absolutorias como las que se han presentado en los casos de Eustorgio Colmenares, Carlos Lajud Catalán y Ernesto Acero Cadena, entre otros. 

Sentencias condenatorias autores materiales:                           16

Sentencia condenatoria autor intelectual:                                    2-sin cárcel

En Colombia, se han logrado 16 sentencias condenatorias de autores materiales en 12 casos de periodistas. E incluso estas sentencias se han logrado en varios casos en los tribunales, en segunda instancia, porque hemos entregado información que ha permitido apelar, insistir. 

Los casos en los que se han impuesto condenas son los de 

Freddy Elles Ahumada, Fotógrafo independiente, colaboraba con tres diarios, Cartagena, Bolívar.
El 18 de diciembre de 1997 un fiscal seccional de Cartagena emitió resolución de acusación contra Edgar Antonio Matos, como presunto responsable del delito de homicidio culposo y en 1998 fue condenado por un Juez de Cartagena
En los casos de los investigadores del Cinep, Elsa Alvarado y Mario Calderón

El 21 de noviembre del 2000, un juzgado especializado de Bogotá  condenó a Juan Carlos González Jaramillo, a 60 años de prisión; Walter Josué Alvarez Rivera, a 45 años de cárcel, ambos como autores materiales. Y a dos más como cómplices. 
En el caso de Bernanbé Cortés Periodista judicial del Noticiero CVN, Cali, Valle del Cauca. El 2 de mayo de 2002 Julio César Ospina Chavarro fue condenado por el Juzgado Primero del Circuito Especializado de Cali a 40 años de prisión por los delitos de homicidio agravado y fabricación, tráfico y porte ilegal de armas.
En el caso de Amparo Leonor Jiménez Corresponsal de noticieros de televisión Q.A.P. y En Vivo. También coordinadora de la organización no gubernamental Redepaz, Valledupar, Cesar.
El 20 de junio de 2002 Libardo Prada Bayona, paramilitar, fue  sentenciado a 37 años y 8 meses de cárcel por homicidio agravado. Había sido absuelto por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Valledupar pero la decisión fue apelada a instancias de la SIP y la Sala Penal del Tribunal Superior de Valledupar lo condenó. 

 La periodista denunció el desalojo de 170 familias que ocupaban los predios de una hacienda,  propiedad del ex congresista y ex embajador Carlos Arturo Marulanda. Fue amenazada por militares y paramilitares para que dejara el tema y entregara el material grabado. El autor intelectual no ha sido castigado. 
En los casos de Luis Alberto Rincón y Alberto Sánchez ambos periodistas de un canal local de Barrancabermeja. El 26 de julio del 2002 Orlando Sánchez (Camuro) y Gregorio Castillo García (Goyo), paramilitares, fueron condenados por los Juzgados Especializados de Bucaramanga a 19 años de cárcel como autores materiales. 
En el caso de Guzmán Quintero Torres, jefe de redacción del Diario El Pilón de Valledupar 

El 13 de marzo de 2002, el Tribunal Superior de Valledupar sentenció a Jorge Eliécer Espinel y Rodolfo Nelson Rosado, a 39 años de cárcel.
Desde junio de 2005, se vienen realizando investigaciones en torno a la presunta participación intelectual de algunos miembros de una brigada militar. 

En el caso de Jaime Garzón

El 10 de marzo del 2004 Carlos Castaño, jefe de las  Autodefensas Unidas de Colombia (AUC),  fue condenado en ausencia, a 38 años de cárcel como autor intelectual del asesinato. Y Edilberto Sierra Ayala y Juan Pablo Ortiz Agudelo, presuntos autores materiales, fueron absueltos
En el caso de Efraín Varela Noriega, director y propietario de la emisora Meridiano 70 de Arauca.   

El 31 de enero de 2007 Andrés Darío Cervantes Montoya, (Chiqui) paramilitar, fue sentenciado por el Juzgado Especializado de Arauca a 13 años y cinco meses de cárcel como autor material, y al pago de 300 salarios mínimos por el homicidio.

Andrés Darío Cervantes Montoya había sido condenado por otros crímenes, confesó su participación en el asesinato del periodista durante versión libre rendida ante un juez de la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía. Denunció que cumplió órdenes de jefe paramilitar Félix Cruz Bata. Se encuentra recluido en la  Penitenciaría de Alta Seguridad de Cómbita, (Boyacá).  No ha tenido por el momento beneficios, pero los obtendrá porque viene colaborando en proceso de justicia y paz.
 

Y en el caso de William Soto Cheng Periodista del canal Telemar en Buenaventura . El 18 de diciembre de 2003 se emitió sentencia condenatoria  contra Miguel Angel Garcés Angulo, cuyo fallo se encuentra en segunda instancia desde octubre de 2006.
No mencionaré las tres condenas impuestas en el caso de Orlando Sierra, subdirector de la Patria, pues de este caso de ocuparan los doctores Puyana y Uprimny

Quiero terminar con las condenas impuestas en el caso de Guillermo Cano, porque ilustran el tema central que nos reune hoy y es el de los beneficios y rebajas de penas que otorga la ley, y cómo estos terminan por promover la práctica de ciertos delitos. 

En octubre de 1995 Luis Carlos Molina Yepes, fue  sentenciado a 16 años y 6 meses en prisión. María Ofelia Saldarriaga, Pablo Enrique Zamora y Carlos Martínez Hernández a 16 años y 8 meses de prisión. A estos tres últimos se les revocó la sentencia, 9 meses después. 

Molina Yepes permaneció prófugo desde su sentencia en octubre de 1995 hasta febrero de 1997.  Y fue liberado en septiembre 2004 debido a un mecanismo de rebaja de penas. Cumplió seis años en prisión de su sentencia de 16.  Pagó seis años. Uno más del que pagó el asesino de Orlando Sierra, también gracias a los beneficios de ley 
Quiero reiterar que estos resultados comprenden los procesos judiciales de los asesinatos de periodistas de los últimos 14 años y que estaremos ampliando este trabajo a 20 años en los que más 100 crímenes de periodistas que se han cometido en Colombia.   

 Gracias 
